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			A mis hijos, que  




			sin saberlo ya zarparon a Ítaca 




			

	    


	 	

	    

             




			Y a quienes, por soñar dignidad,  




			vieron nuevamente violentados  




			sus derechos y sus cuerpos 




			

	    


	 	

	    

             




			NOTA DEL AUTOR 




			 




			Comencé a cerrar este libro después de que más de veinticinco mil chilenos fueron detenidos, torturados y mutilados durante la oleada de protestas iniciadas el 18 de octubre de 2019 en las estaciones del tren subterráneo. 




			Chile en esos días encaró la mayor represión política y social desde la dictadura cívico-militar encabezada por el general Augusto Pinochet (1973-1990), período en que otros tres mil compatriotas murieron a manos de agentes del Estado, según los registros del Informe Rettig.1 




			El único objetivo de tanta barbarie —con medio siglo de distancia— fue defender sin concesiones los privilegios de una élite que ha lucrado por décadas con el despojo y la comercialización de los derechos sociales. 




			La salud, la educación y los recursos del Estado han estado siempre bajo el control pecuniario de una clase empresarial, política y militar que, por esa vía, llegó a acaparar un cuarto del ingreso nacional (CEPAL, 2019). 




			Estas líneas constituyen la historia reciente de lo que aconteció con nuestro sistema de pensiones, privatizado hace casi cuatro décadas. 




			Cuando comencé esta investigación, no lograba comprender cómo el país aceptaba tanta injusticia. Sobre todo porque el malestar transitaba desnudo entre nosotros, como si fuera un ciudadano más, pero sin domicilio ni nombre. Sin una voz callejera que lo atestiguara. 




			Hoy, gracias a las manifestaciones de millones de personas, la historia de Chile tiene la posibilidad de ser otra. De retomar viejas travesías republicanas y de crear nuevas. 




			Han vuelto a cobrar vida los sueños de los descalzos que exigieron sus derechos laborales en la pampa salitrera; los ideales de las sufragistas que enarbolaron la igualdad en los albores del siglo XX; de los pueblos originarios que defendieron identidad, territorio y diferencia ante la España imperial; de los artistas que cantaron por la paz, incluso en tiempos de censura. 




			Ante la sorpresa de las élites gobernantes, el estallido social del 18 de octubre acrisoló y reinventó todos esos caminos que parecían olvidados. 




			Por cierto, ninguna vanguardia iluminó la revuelta. Fue una obra colectiva, horizontal. Un malestar de abismo. 




			Y desde entonces, se abrieron —por fin— las puertas de un futuro estimulantemente incierto, azotado a última hora por la mayor pandemia que recordemos en un siglo. 




			Fueron y son tiempos para construir nuevas verdades, íntimas, colectivas y sociales. 




			Este libro quiere ser parte de esas reflexiones. Recorre los conflictos de interés y las operaciones ilegales que han atravesaso el sistema privado de pensiones en Chile en los últimos años. 




			La historia de las pensiones negadas a los inválidos, los desfalcos bursátiles, los lujos castrenses, la oscuridad de los paraísos fiscales. Los anhelos de cambio. 




			Sin embargo, lo que no debemos olvidar es que cada uno de los hechos que se describen en estas páginas fue posible gracias a un sistema constitucional que amparó la preeminencia del mercado sobre los derechos sociales. Eso es lo fundamental. 




			Esta es la historia de la caída, de los años del siglo XXI en que el sistema privado de pensiones fue perdiendo su legitimidad social, a golpes de fraudes y pensiones bajo la línea de la pobreza, para la gran mayoría de las personas. 




			Un espejo de todo lo que sucedió en el país. 




			Al momento de redactar estas líneas, desconozco cuál será el destino del proceso constituyente que la ciudadanía logró conquistar en las movilizaciones. 




			Espero —como muchos— que los cambios que advengan nos permitan construir un Chile profundamente más humano, que festeje nuestra diversidad. 




			En el que ningún ejecutivo crea que puede robar a un anciano impunemente. 




			Finalmente, quisiera agradecer a quienes apoyaron esta investigación con su cariño, en especial a mis hijos, Iván e Isidora. También a mis editores, Melanie Jösch y Daniel Olave, por su enorme paciencia y, sobre todo, afecto. 




			 




			MAURICIO WEIBEL BARAHONA 




			Santiago de Chile, 2020 




			

	    


	 	

	    

             




			EL ROBO A LOS INVÁLIDOS 




			

	    


	 	

	    

             




			¿Un secreto de un millón de dólares? 




			 




			El presidente de la Fundación Valídame, Juan Carlos Pizarro, llegó sin anunciarse al edificio corporativo de Provida con el encargo de negociar bajo cuerda el pago de un millón de dólares. 




			—No tengo cita, esto es confidencial —explicó a los guardias. 




			Lo dejaron subir sin problema hasta el decimoquinto piso y allí una secretaria lo condujo a una sala de reuniones. 




			Un abogado apareció a los pocos minutos. 




			Pizarro le pasó dos hojas que guardaba en un maletín y le dijo que venía a conversar sobre los fraudes previsionales cometidos por la empresa. 




			—Le voy a mostrar esto a mi jefe —dijo el profesional después de revisar los documentos en silencio. 




			—No, esto es cara a cara. El que quiera leerlos, que venga —replicó el visitante. 




			El hombre obedeció y regresó con Juan Antonio Valdés Vicuña, el gerente legal de la compañía. 




			El ejecutivo, que había enfrentado negociaciones en China, Inglaterra y Estados Unidos, tomó ambas hojas y confirmó que en ellas estaban impresos una serie de correos electrónicos antiguos, en los que se ordenaba a los ejecutivos de Provida evitar que los afiliados obtuvieran sus pensiones de invalidez cuando enfermaran de gravedad, aunque fueran dolencias terminales. 




			«Si aplicamos todo lo que nos enseñaron, cumpliremos el objetivo», rezaba uno de los mensajes, como parte de un plan que imponía diversas metas a las sucursales de todo el país, especificando el número de personas a las que debía negarse ilegalmente sus jubilaciones (ver copia en Anexos, documento 1). 




			Pizarro esperó a que todos estuvieran pendientes de él y reveló el motivo de su visita. 




			—Mi representada, Alejandra Vidal, quiere obtener su pensión de invalidez y, por cierto, un pago adicional, porque fue obligada durante años a seguir estas órdenes, claramente ilegales e inconstitucionales, como jefa de Beneficios de Provida en Concepción. 




			Valdés Vicuña, sin alterarse, le explicó que una solicitud de esa naturaleza debía resolverla la gerencia general, quizá el mismo directorio, encabezado por Víctor Hassi Sabal. En otras palabras, él no tenía atribuciones para decidir, eventualmente, cuánto costaba el silencio de aquella ejecutiva. 




			—No está en mis manos —se excusó. 




			Juan Carlos Pizarro, tras advertir que tenía un disco duro con más antecedentes, solicitó que le timbraran los papeles que llevaba, como prueba de la reunión. Nadie se opuso. 




			Tras algunos intercambios, para aclarar los márgenes de aquella negociación, la respuesta llegó el 17 de junio de 2018 desde el correo institucional de Juan Antonio Valdés Vicuña. 




			«Por medio de la presente, quisiera informarles la negativa de la administración al pago que pretenden recibir por estimarse excesivo. Entiendo que la trabajadora sigue con licencia. Agradeceré me informen un nuevo monto al que ustedes estén dispuestos», planteó el también profesor de derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile (ver intercambio de mensajes completo en Anexos). 




			El correo fue copiado a Renata Tavares y Marco Rivera, ambos de Recursos Humanos. 




			Juan Carlos Pizarro telefoneó entonces a Alejandra Vidal. 




			A esa fecha, mediados de 2018, ella llevaba dos años sin recibir el pago de su licencia médica y, además, no lograba avanzar con su trámite de jubilación por invalidez, sometida a las mismas prácticas ilícitas que observara durante veintiocho años como empleada de la entonces principal administradora de fondos de pensiones del país. 




			Postrada por el dolor, la jefa de Beneficios de Provida en Concepción decidió abortar los contactos con la gerencia. 




			—Estoy agotada, prefiero que todo esto se sepa, no negociemos nada —respondió desde su casa en Tomé, en el centro-sur del país. 




			Pizarro, criado en un hogar de menores en el desértico poblado de El Palqui en Monte Patria, asintió y comenzó a diseñar una estrategia para enfrentar públicamente a la mayor industria financiera de Chile, después de quince años viendo morir —a veces en la pobreza— a personas que intentaban obtener infructuosamente sus pensiones de invalidez. 




			La historia de aquel fraude previsional, ignorada por completo por los afiliados al sistema privado de pensiones, había comenzado sin embargo mucho antes, quizá en los albores mismos del siglo, como si fuera un simple error administrativo. 




			Pero no lo era. 




			En verdad, ocultaba un daño patrimonial incalculable que estaba a punto de estallar, pero sin que ni un peso volviera a los bolsillos de la gran mayoría de los trabajadores o de sus familiares sobrevivientes. 




			Ni uno solo. 




			Y por cierto, Provida no era la única empresa involucrada. 




			Y este no era el único fraude que había provocado pérdidas por millones de dólares a los afiliados del sistema. 




			

	    


	 	

	    

             




			«Resulta evidente la fragilidad de los procesos» 




			 




			¿Cuáles eran, en definitiva, los supuestos fraudes que valían un millón de dólares? ¿Cuándo habían comenzado? ¿A cuánto ascendía aquel presunto desfalco? ¿Cuántos otros existían? 




			¿Quiénes eran, finalmente, los protagonistas de aquella negociación en las oficinas metropolitanas de Provida, empresa controlada desde 2013 por la compañía de seguros estadounidense MetLife? 




			Los primeros indicios de la existencia de errores masivos y graves en los cálculos de las jubilaciones asomaron con claridad en 2009. 




			Ese año la Superintendencia de Pensiones detectó primero pérdidas inexplicables en los traspasos de fondo de mil cuatrocientos cuarenta y cuatro trabajadores afiliados a Cuprum, firma propiedad en esos años del grupo Penta, uno de los principales financistas corporativos de la Unión Demócrata Independiente, UDI. 




			«De acuerdo con los antecedentes que obran en el expediente de investigación, se encuentra acreditado que las infracciones normativas en que incurrió Cuprum constituyen hechos objetivos, de carácter grave», subrayó la autoridad en aquella época.2 




			Luego el dictamen oficial explicó que estas prácticas anómalas llevaron a esta administradora «a postergar y en otros casos anticipar en un día hábil la materialización de cambios de fondos impartidas por sus afiliados, circunstancias que afectaron con pérdidas de rentabilidad estas operaciones de cambio». 




			A juicio de la autoridad, se había dañado el patrimonio de casi un millar y medio de trabajadores, sin que nadie lo advirtiera originalmente. 




			Las máximas autoridades del directorio de Cuprum eran a esa fecha Ernesto Silva, presidente, y Pablo Wagner, vicepresidente. A ellos se sumaba el exsenador Carlos Bombal como director. 




			Todos ellos, que años después serían investigados por el financiamiento irregular de la política tras el estallido del caso Penta, eran miembros destacados de la Unión Demócrata Independiente, la colectividad política más importante del país y de la derecha esos años. 




			La situación de Cuprum no era aislada. También se había repetido en Provida, Habitat y Modelo, según atestiguan los registros públicos de la Superintendencia de Pensiones. 




			Los errores, sin embargo, no se detuvieron y, solo dos años después, nuevas ilegalidades fueron detectadas en otras dos sociedades del sistema privado de pensiones. 




			Pero ahora no era un simple error de cálculo, sino que se trataba de operaciones irregulares y masivas vinculadas al polémico seguro de invalidez y sobrevivencia, el que permite a los cotizantes activos jubilarse de manera anticipada con una pensión equivalente a un 50 o 70 por ciento de su remuneración si les sobreviene algún tipo de invalidez parcial o total, respectivamente. 




			El primer caso sacudió las oficinas de la compañía Planvital. En ellas, entre 2004 y 2011 alrededor de sesenta trabajadores —o sus familiares sobrevivientes— fueron informados de que carecían de aquel beneficio. 




			Es decir, los ejecutivos y empleados de esta administradora de fondos de pensiones les aseguraron a sus afiliados que no podían jubilar con el beneficio de una pensión de invalidez, sino que debían conformarse con sobrevivir, en algunos casos sus últimos años de vida, con los pocos ahorros que tuvieran en sus cuentas de capitalización individual. 




			Esto era falso, por cierto. Una mentira o un error descarados, como confirmaría la propia Superintendencia de Pensiones.3 




			Realmente, lo que sucedió fue que de forma irregular aquella administradora privada de fondos de pensiones y las compañías de seguro que trabajaban con ella dejaron de transferir millones de pesos a los trabajadores o a sus familiares sobrevivientes, según correspondiera en cada caso. 




			No habían buscado ningún subterfugio normativo, simplemente negaron ilegalmente los beneficios, como detectaron las autoridades, fuera de cualquiera duda posible. 




			Pero lo sucedido en Planvital no era una excepción. Otros trabajadores con invalidez sufrieron el mismo destino. 




			En ese mismo lapso, Provida negó de manera ilícita el derecho a una pensión de invalidez a otras ciento catorce personas, con un perjuicio acumulado de casi 700 millones de pesos. 




			El descubrimiento de estos supuestos errores administrativos dejó una larga estela de dudas. 




			De partida, ¿cómo fue posible que aquellos hechos ocurrieran sin que nadie los advirtiera por años? ¿Por qué las autoridades no indagaron un período más extenso de tiempo, sobre todo si los incentivos para cometer este fraude existían desde la misma creación del sistema? ¿Cuánto ganaron estas empresas con negar sus pensiones a los inválidos o enfermos terminales a lo largo de los años? ¿Desde cuándo operaban estos procedimientos ilegales? 




			Lo cierto es que, tras ordenar revertir la situación, la Superintendencia de Pensiones cuestionó por primera vez lo que estaba sucediendo en las AFP, pero sin detectar todo el mecanismo en operación ni investigar sobre un período más amplio de tiempo. 




			«Resulta evidente la fragilidad de los procesos internos de Provida para la determinación de la cobertura del Seguro de Invalidez y Sobrevivencia (SIS), al menos en la época a la que se refieren las irregularidades investigadas, desde el momento que incluso existen veintitrés casos que fueron correctamente considerados como cubiertos por el SIS y, posteriormente, la respectiva solicitud de pensión fue trabajada manualmente como no cubierta», alegó la entidad fiscalizadora en su dictamen sancionatorio. 




			El desfalco, sin embargo, era mucho más profundo y meticuloso que una simple mentira. 




			Y había provocado un perjuicio mucho mayor que aquel millón de dólares que Juan Carlos Pizarro y Alejandra Vidal querían negociar con Juan Antonio Valdés Vicuña, el gerente legal de Provida. 




			La verdad es que el robo a los trabajadores con invalidez era solo una parte del descalabro que se incubaba esos años en algunas de las principales empresas y corredoras de bolsa del país. 




			Una debacle de millones y millones de dólares que iba a golpear a todos los cotizantes y que no tendría sanción alguna. 
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